
Expulsados del campo 
y de la ciudad

Derecho a la vivienda y derecho a la ciudad

La afectación del derecho a una vivienda digna, a la protección del entorno de 
vida y el hábitat, junto a los derechos de propiedad sobre los medios de vida que 
se desarrollan en cada unidad habitacional de las tierras junto al río, debe ser 
superada por el Estado paraguayo de manera tal que se asegure plenamente el 
acceso digno a los mismos derechos y beneficios que cualquier ciudadano o ciu-

dadana paraguaya tiene, con respecto a los y las bañadenses. 

A pesar que se abrieron las mesas interinstitucionales y se han celebrado audien-
cias públicas; ninguna de estas instancias ha resuelto efectivamente el problema 
del abordaje caótico entre el avance de la obra en el aspecto material y el manejo 
de la población como personas sujetos de derecho afectadas. Esto demuestra la 
grave falencia de las políticas públicas adoptadas por el Estado paraguayo ante 
los órganos internacionales, falencia que contrasta con las altas y comprometidas 

declaraciones en tales esferas. 
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Introducción

Ayer, expulsados del campo por el latifundio empresarial. Hoy, amenazados 
por quienes disfrazan de catástrofe natural sus intereses inmobiliarios. Ma-
ñana, o prevalecerán las reglas del mercado y sus mecanismos naturales de 
despojo, o triunfarán el arraigo y la dignidad bañadense en un sujeto cada 
vez más colectivo que resucita a través de la autoorganización y la resistencia 
(fragmentos de nuestra herencia originaria), sustentada en códigos de soli-
daridad y reciprocidad.

Se trata de que la organización comunitaria con cierto apoyo ciudadano logre 
que las políticas del gobierno prioricen el derecho a vivir en la ciudad y el de-
recho a la vivienda digna por encima de los procesos de las leyes del mercado 
inmobiliario que definen el precio de la tierra.

El derecho a la vivienda se encuentra contemplado en la normativa nacional1 
e internacional2, 3, como viene siendo expuesto en los anteriores informes de 
Derechos Humanos de la Codehupy. 

Además, entre esta puja de intereses, coexiste la histórica falta de planifica-
ción urbana, que persiste a través de todos los gobiernos, sean nacionales o 
municipales. Manuel Castells, ya en 1986 señaló en un estudio internacional 
que en América Latina “la aceleración del proceso de urbanización, lejos de 
incrementar las posibilidades de desarrollo económico, acumula actividades 
improductivas, acentúa la segregación espacial y polariza las oposiciones de 
clase” (Castells, 1986:119). De esta manera, de forma espontánea, se fueron 
generando territorios excluidos y precarios, alejados de los centros urbanos 
o en espacios compartidos donde conviven y existen realidades totalmente 

1	 Constitución de la República del Paraguay, artículo 100: “Todos los habitantes de la República tienen derecho a una 
vivienda digna. El Estado establecerá las condiciones para hacer efectivo este derecho, y promoverá planes de viviendas 
de interés social, especialmente las destinadas a familias de escasos recursos, mediante sistemas de financiamientos 
adecuados”.

2	 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 11.1; Protocolo de San Salvador, art. 11; Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 17; Convención Americana sobre Derechos Humanos, art.11. También en 
Declaraciones como la Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 25.1; sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
varios artículos; y en instrumentos de protección a poblaciones específicas, como el último citado y, además, Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; sobre los Derechos del Niño; sobre la Eliminación de toda forma de 
Discriminación contra la Mujer; varios Convenios de la Organización Internacional del Trabajo, entre otros. 

3	 Los avances en materia declarativa de estas normativas dan cuenta una perspectiva bien amplia, que se orientan 
a trascender el derecho a la vivienda como sinónimo del hecho concreto de poseer un techo sobre la cabeza, sino que 
se refieren a garantizar condiciones de seguridad, paz y dignidad, con elementos esenciales para que una vivienda sea 
considerada adecuada, que resultan de obligatoria aplicación para las autoridades estatales como ser la: a) seguridad 
jurídica de la tenencia, b) disponibilidad de servicios materiales e infraestructura, c) gastos soportables, d) habitabilidad, 
e) accesibilidad, f) lugar, y g) adecuación cultural.
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opuestas. Ahí, el derroche es una prueba fehaciente de la desigualdad social 
existente en el Paraguay. Este planteamiento, como lo señala Marielle Palau, 
“no es puramente urbanístico como muchas veces quieren hacer creer, sino 
que es una decisión política de organización del espacio de la ciudad en fun-
ción a los intereses del capital” (Palau, 2016:155).

Por otro lado, la vivienda puede efectivamente constituirse en un factor pro-
tector o de riesgo para las personas. El entorno en el que la población reside y 
transita se estructura en un elemento que afecta al bienestar personal y colec-
tivo. Los espacios públicos y privados (vivienda) constituyen el escenario físi-
co y relacional en el que se desenvuelve la vida cotidiana. Sus características 
les convierten en factores de riesgo de exclusión social o en factores de pro-
moción de la inclusión social (Anaut Bravo, Laparra y García, 2015:199-200). 

La vivienda es considerada un derecho fundamental, ya que allí se producen y 
reproducen los valores, las costumbres, la cultura desde las edades más tem-
pranas, y es en ese espacio en el que se deberían desarrollar plenamente todos 
los integrantes de la familia y la sociedad.

Lamentablemente, este derecho colisiona con la manera en la que se llevan 
adelante desde el gobierno las transformaciones del suelo y las reformas ur-
banísticas, en marcha en las inmensas zonas afectadas, donde se dan los en-
cuentros río-ciudad.

Los casos

Ayer, Chacarita

El caso de los desplazados de los barrios de la ciudad de Encarnación, a causa 
de la construcción de la represa de Yacyretá, proyecto que incluyó como una 
de las obras a la actual Costanera de Encarnación, constituye un antecedente 
que hoy se continúa reproduciendo a partir del avance del megaproyecto de 
la costanera en la capital del país. 

Dicho proyecto, que se inició durante el gobierno de Fernando Lugo (2008-
2012), ya produjo sus perjuicios –como se señala más adelante– en la zona 
de la Chacarita, a partir del tramo que va de la avenida Colón o del Puerto de 
Asunción hasta la avenida General Santos. En este mismo momento, se están 
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ejecutando las mismas malas prácticas en el Bañado Norte, a partir del se-
gundo tramo que irá desde la avenida General Santos hasta la Avenida Primer 
Presidente, al costado del Jardín Botánico.

En el caso de la Chacarita, la población y su protección ante las inundaciones 
no fueron atendidas, pues no han sido prioridad como sí lo son las preten-
siones de solucionar el tráfico, el esparcimiento y el embellecimiento urbano. 
Gran parte de la solución del drama de esta población se encuentra en que la 
avenida sea a la vez una protección costera, teniendo la ventaja de que ya está 
construida, y es la parte más costosa. Falta construir compuertas, estaciones 
de bombeo y canalizaciones. El costo de estas obras alcanzaría US$ 2,63 mi-
llones y representa el 3 % de lo gastado en hacer la avenida Costanera (Canese 
y Canese, 2016: 55).

Al mismo tiempo que se terminaba la avenida costanera José Asunción Flores 
(año 2012), se podría haber protegido integralmente a todas las viviendas y 
las familias de la Chacarita de los territorios inundables, correspondiente a lo 
que se conoce como Chacarita Baja. Se rellenó solo una parte, hacia el límite 
con la avenida General Santos, donde se reubicaron 144 familias que repre-
sentan menos del 6 % del total de esa población. 

Las dos mil quinientas familias que viven en la Chacarita Baja no fueron pro-
tegidas contra las inundaciones, y volvieron a ser damnificados en 2014, 2015 
y 2016, dos años después de construirse la avenida costanera José Asunción 
Flores, ubicándose en plazas, parques, calles, etc., implicando un gasto inne-
cesario y descomunal para la ciudadanía y el gobierno, en materia de asisten-
cia y emergencia (Ibídem).

Hoy, Bañado Norte

En cuanto al caso del Bañado Norte, en dicha zona se está construyendo la 
avenida Costanera Norte, segunda etapa, como continuación del megapro-
yecto de la avenida costanera de Asunción.

Lamentablemente, el rumbo de las obras, como ya se mencionara, apunta 
en la misma dirección que el caso de la Chacarita. También se ignora a los 
pobladores y se priorizan las soluciones para el tráfico, el esparcimiento y el 
embellecimiento urbano (Ibídem).
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Las perspectivas de solución para el problema humano son pocas. Los diálo-
gos con los agentes estatales y las instituciones públicas cuyo organigrama 
reviste la atribución administrativa necesaria para resolver las necesidades 
de la población, son caóticos y las más de las veces, inútiles. 

Mañana, Bañado Sur

Por último, analizando tendencialmente lo que ocurrió en la Chacarita y ocu-
rre en el Bañado Norte, todo apunta a que el caso del Bañado Sur se orienta 
hacia la misma dirección, pues se desconoce realmente las necesidades de la 
población y se prioriza la infraestructura y los intereses inmobiliarios, como 
bien lo expresa María García, coordinadora de la Coordinadora de Bañados 
(COBAÑADOS): “Vean la experiencia que está pasando en el Bañado Norte, y 
la misma experiencia puede pasar del Bañado Sur”4.

En el mismo evento, los y las participantes de las organizaciones sociales re-
clamaron la falta de inclusión y participación en la planificación de lo que es y 
será la avenida Costanera Sur. Innumerables gestiones ya se realizaron, pero 
las respuestas por parte de las autoridades son engañosas. Al respecto, César 
Fleitas de la Coordinadora de Lucha por la Tierra del Bañado Sur expresa: 
“Queremos una mesa de trabajo seria, responsable y democrática, queremos 
trabajar en base a la verdad y no a mentiras, y ya estamos cansados de las 
mesas de trabajo improductivas”.

Así queda claro que el destino del Bañado está principalmente en manos de 
su población organizada y en la capacidad que tengan los mismos de lograr 
que prevalezcan, ante los avances de los intereses inmobiliarios en las tierras 
de Asunción, el derecho a vivir en la ciudad, a la vivienda digna y el arraigo.

4	 Audiencia Pública “Jajepytaso Bañadogua-Defensa Costera”, realizada el día 12 de setiembre de 2017 en la Sala Comuneros 
de la Cámara de Diputados, impulsada por la Coordinadora de Lucha por la Tierra en el Bañado Sur, organizada por la 
Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Senadores. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=e-
6sbPXW9VU. 
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Situación del derecho

Población del Bañado Norte: contexto actual 

El derecho a la vivienda, previsto expresamente en el art. 100 de la Constitu-
ción de la República del Paraguay, constituye históricamente una de las más 
grandes conquistas en materia de los derechos humanos sociales. 

Ningún obstáculo debería socavar la plena vigencia de dicha garantía, en un 
país abundante de recursos y territorio. Así como lo asegura la Constitución 
en el Art. 6: 

La calidad de vida será promovida por el Estado mediante planes que reconozcan 
factores condicionantes, tales como la extrema pobreza y los impedimentos de 
la discapacidad o la edad. El Estado también fomentará la investigación sobre 
los factores de población y sus vínculos con el desarrollo económico social, con la 
preservación del ambiente y con la calidad de vida de los habitantes. 

En dicho contexto se da la situación de la población del Bañado Norte, te-
rritorio afectado por la Ley Nº 5.389/155, que autoriza al Ministerio de Obras 
Públicas y Comunicaciones (MOPC) a la construcción de la avenida Costa-
nera, segunda etapa; con el trazado principal y las calles conectoras proyec-
tadas directamente por encima de las casas de las familias y personas allí 
asentadas. 

Atendiendo a que la norma constitucional prevé el pago de una “justa indem-
nización”6, cabe analizar el contexto social en que la amenaza de despojo del 
entorno del hábitat personal, familiar y barrial se puede efectivamente tra-
ducir en una práctica de desalojo forzoso por parte de los operadores esta-
tales, en aplicación a la citada ley de expropiación, cuando los procesos ad-
ministrativos o jurídicos no se condicen o no tienen en cuenta los procesos 
comunitarios (son grupos de personas), cuando esos tiempos no se ajustan 
o sincronizan con el abandono material y psicoafectivo de un lugar donde se 
desarrollan la vida y asimismo las actividades económicas que sustentan esa 
vida de las personas.

5	 Ley “Que establece el procedimiento para la expropiación e indemnización de inmuebles comprendidos en las áreas 
destinadas a la franja de dominio público de obras de infraestructura a cargo del Ministerio de Obras Publicas y 
Comunicaciones (MOPC) y declara de utilidad pública y expropia a favor del Estado paraguayo (Ministerio de Obras 
Públicas y Comunicaciones) varios inmuebles afectados por dicha condición”.

6	 Constitución de la República del Paraguay, artículo 109.
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La relación entre el ser humano y el territorio conlleva implicancias comple-
jas que deben ser vistas en su integralidad. En tal sentido, las prescripciones 
constitucionales relativas a los factores y los vínculos del desarrollo huma-
no con la calidad de vida y el ambiente (contemplados en los artículos 6 y 7, 
respectivamente), deberían ser llevadas a la práctica y no constituirse en la 
fatídica letra muerta. 

En el caso de los pobladores y las pobladoras del Bañado Norte, la cantidad de 
familias a ser desplazadas por las obras de la avenida Costanera es numerosa; 
cantidad a la cual sumamos las actividades denominadas como “medios de 
vida”, que guardan absoluta relación con el contexto geográfico urbano, y con 
la disposición y el acceso a la ciudad, a todos sus servicios, y al ejercicio de la 
propia actividad de sustento familiar.

Si bien el desplazamiento no consistiría en la situación devenida de una 
catástrofe natural, este despoblamiento forzoso tendrá lugar en nombre del 
desarrollo y se circunscribe plenamente al sistema de protección universal 
de los derechos humanos. Por tanto, cae en la esfera de la Observación Ge-
neral Nº 7 de las Naciones Unidas (Naciones Unidas, Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 1997), que establece el derecho a una vi-
vienda adecuada. En tal sentido, en el párrafo segundo, dicha observación 
general expresa:

En 1976, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Hu-
manos señaló que debería prestarse especial atención a “iniciar operaciones 
importantes de evacuación sólo cuando las medidas de conservación y de reha-
bilitación no sean viables y se adopten medidas de reubicación”.  En 1988, en la 
Estrategia Mundial de Vivienda hasta el año 2000, aprobada por la Asamblea 
General en su resolución 43/181, se reconoció la “obligación fundamental [de los 
gobiernos] de proteger y mejorar las casas y los barrios en lugar de perjudicarlos 
o destruirlos.

Violaciones a los derechos humanos 
relativos a una vivienda digna:

En efecto, el proyecto de gran envergadura contenido en la ley de expropia-
ción no contempla las medidas de reubicación de la población afectada, con-
trariamente a la disposición de la Observación General Nº 7, lo que constituye 
una palmaria violación de los derechos de la población del Bañado Norte. 
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Asimismo, cabe señalar que en la citada ley no se establecen expresa e in-
equívocamente los mecanismos adecuados para la justipreciación de la in-
demnización, pues la misma no enuncia conceptos que hagan lugar a la pér-
dida del arraigo, que si bien no son contemplados en la letra de la ley y quizás 
lo sean en el orden administrativo, son un misterio para la población a ser 
afectada. De la lectura del cuerpo de la citada ley se desprende que no se trata 
en ninguna parte sobre la metodología para la avaluación de los distintos 
rubros, del mismo modo sucede con la avaluación relativa a la cesación de 
las condiciones adecuadas para el desarrollo de los medios de vida (reciclaje, 
huertas, gallineros, cría de otros animales, etc.) que no se incluye en ninguna 
parte del texto. 

Por otra parte, desde el inicio de las obras de infraestructura de la avenida 
Costanera Norte, se han tenido conversaciones con funcionarios de la Secre-
taría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (Senavitat) y el MOPC, pero dichos 
actos no han sido acompañados con los instrumentos expresos donde la po-
blación pueda inferir efectivamente que exista un programa de reubicación. 
A pesar de esta falta de claridad, la población ha sido convocada y ha acudido 
en varias oportunidades para considerar lo relativo a los refugios, sin contar 
con un instrumento específico que demuestre jurídicamente las especifica-
ciones técnicas para que los refugios puedan ser considerados espacios habi-
tables, que contengan la urgencia y emergencia de la situación, y prodiguen 
un trato digno a los pobladores que deberán salir de sus casas. 

Las autoridades demuestran con estas falencias, que los proyectos como obras 
de gobierno, contemplan solamente las mejoras en infraestructura (caminos, 
carreteras, obras viales), no así la afectación y las lesiones a los derechos de las 
personas asentadas en dichos territorios. 

Por tanto, en materia del cumplimiento de las directrices y los estándares in-
ternacionales, la población aún espera la garantía por parte del Estado de los 
siguientes derechos: 

1.	 Derecho a la consulta previa e informada en caso de situaciones que 
vulneren el entorno de la vida personal y familiar: desde inicios del pro-
yecto, en 2015, al día de la fecha, los pobladores no cuentan con ningún 
documento, dossier informativo ni cronograma de ejecución de la obra, 
estando en permanente zozobra respecto de las novedades, los tramos y 
los avances diarios de los trabajos. 
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	 A pesar de que los funcionarios de los departamentos sociales del MOPC 
y la Senavitat frecuentan la zona y se llevan a cabo reuniones a veces 
semanales, no existe el cronograma antes mencionado y la alteración 
del lugar de las viviendas toma cuerpo material minuto a minuto, sin 
que el reclamo de las familias al acceso de una carpeta informativa que 
contenga documentación referida al proyecto sea atendido. 

2.	 Derecho al traslado a un refugio ante la alteración del hábitat y la des-
trucción de la vivienda: la población tampoco tiene la certeza de cuál será 
el lugar definitivo de los refugios, habiendo una constante derivación de 
responsabilidad entre el MOPC y la Senavitat. Esta última asegura que 
los refugios serán construidos en una finca llamada popularmente ex 
Hierropar (anteriormente pertenecía a dicha empresa), pero la misma 
se encuentra en una zona inundable.

	 Por otra parte, la Municipalidad de Asunción ha puesto a disposición un 
terreno con extensión de diez hectáreas destinado para la relocalización 
de las familias, lo cual ha sido notificado al MOPC por nota oficial de 
fecha 15 de agosto de 2017,7 sin que exista a la fecha un pronunciamento 
oficial de este ministerio, ente de aplicación de la ley de expropiación.

3.	 Derecho a la ciudad y a gozar de todos los beneficios y servicios del desa-
rrollo urbano: el espacio ganado al Río Paraguay y cuya utilización en “la 
obra de interés general con miras al desarrollo urbano” sobre el cual se 
construye la avenida Costanera, ha sido fruto del esfuerzo continuado 
de los pobladores humildes, desplazados de otros espacios, que han lle-
gado a Asunción hace tiempo, en algunos casos hasta hace medio siglo.

	 Los pobladores y las pobladoras han levantado sus casas y mejoras, 
abriendo caminos, obteniendo la provisión de los servicios de agua y 
energía eléctrica, y en muchos casos obteniendo de la propia Municipa-
lidad de Asunción la extensión de “permisos de ocupación”, una decla-
ración administrativa-municipal que otorga la calidad de ocupantes a 
las familias. 

7	  En efecto, en fecha 8 de agosto de 2017, según la Nota Nº 864/17 de la Municipalidad de la Ciudad de Asunción, el intendente 
Mario Ferreiro puso a disposición del MOPC un predio para la relocalización de las familias residentes, afectadas por las 
obras en curso. En la nota, el “Sr. Intendente de Asunción Mario Aníbal Ferreiro Sanabria, recuerda que el responsable es el 
MOPC, respecto de cualquier daño a terceros, bienes y/o personas que pudieran surgir durante la ejecución de las obras, en 
concordancia a lo que establece” la Ley Nº 5.389/15. 
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	 Si bien el enfoque de derechos desde la integralidad de los derechos hu-
manos nos impele a luchar por obtener una ley que asegure y otorgue a 
los ocupantes la calidad de legítimos dóminos (titulares de dominio), que 
la Municipalidad haya otorgado dichos permisos no es un dato menor, 
y constituye un elemento jurídico importante relativo a la situación de 
adquisición de estos derechos. 

	 Los bañadenses reclaman y sostienen este derecho a la ciudad, se sien-
ten parte protagonista de la historia de Asunción, y efectivamente son 
parte de la ciudad. 

4.	 Derecho a la indemnización justa y adecuada en caso de optar por la 
misma: como venimos diciendo, la misma ley debería contener claros 
preceptos para la justipreciación de la indemnización, debido a que la 
propiedad privada es inviolable, y ella no se extiende simplemente a la 
superficie o espacio físico ocupado por la unidad familiar o habitación, 
sino también a todos los accesorios del entorno de vida enunciados pre-
cedentemente, además de los rubros relativos al aspecto moral del des-
arraigo. 

5.	 Derecho a una vivienda digna y adecuada: la construcción de la ave-
nida Costanera Norte no prevé la relocalización ni reubicación de los 
segmentos de poblados que serán arrasados con la ruta, por lo cual, y a 
pesar de la participación de la Senavitat en la forma arriba relatada, no 
consta ningún instrumento o norma alguna hasta la fecha que asegure 
a las familias que el Estado paraguayo efectivamente procederá a reubi-
car a las personas dañadas en viviendas dignas.

	 Este es el principal problema del drama humano vivido en el Bañado 
Norte. La acuciante situación ya ha afectado a gran parte de los pobla-
dores, especialmente a los padres y las madres de familia que han sufri-
do menoscabo, en su salud física y psicológica. Se han reportado casos 
de infartos y distintas dolencias en personas mayores, relacionados con 
el gran estrés que supone no saber a ciencia cierta qué sucederá con sus 
casas y medios de vida. 
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Ley de “expropiación”

La creación de la ley al margen de la Constitución Nacional es el primer paso 
a un desastre anunciado, desde que el gobierno de Horacio Cartes promul-
gó la Ley N0 5389/15, “Que establece el procedimiento para la expropiación 
e indemnización de inmuebles comprendidos en las áreas destinadas a la 
franja de dominio público de obras de infraestructura a cargo del Ministerio 
de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC) y declara de utilidad pública y 
expropia a favor del Estado paraguayo (Ministerio de Obras Públicas y Co-
municaciones) varios inmuebles afectados por dicha condición”. La misma 
no solo brinda un enorme poder sin control al Ministerio de Obras Públicas, 
sino que no tiene otra finalidad que el desalojo forzoso de los ocupantes de las 
tierras que serán “expropiadas”.

La Constitución Nacional es bien clara en lo que respecta a los presupuestos 
para la realización de la expropiación. La misma establece que se deberá rea-
lizar cada caso por ley8, y no ochenta y nueve inmuebles en una sola, como 
lo establece la Ley Nº 5.389/15. Tanto es el apresuramiento en terminar estas 
obras, que esta nueva ley posee un procedimiento de desalojo ajeno al Código 
Procesal Civil9, con plazos más cortos y directrices que pueden llegar a afectar 
la independencia de los jueces.

Sin lugar a dudas y a sabiendas de que afectaría al Bañado Norte de la ciu-
dad de Asunción, que es ocupada por más de 10 mil familias, 55 mil personas 
aprox., la misma debió contener un aspecto social que brinde soluciones de-
finitivas para los pobladores y las pobladoras, pues las mismas serán desa-
rraigadas. 

Lo llamativo es que, como indemnización, la ley solo plantea un camino, que 
es el pecuniario, si bien hoy estamos hablando de casas por casas. Es el triunfo 
que ha obtenido la lucha de las organizaciones civiles y las familias pertene-
cientes a los bañados, no así una iniciativa del gobierno como hoy lo quieren 
hacer ver.

8	 Artículo 109 - DE LA PROPIEDAD PRIVADA: “Se garantiza la propiedad privada, cuyo contenido y límites serán establecidos 
por la ley, atendiendo a su función económica y social, a fin de hacerla accesible para todos. La propiedad privada es 
inviolable. Nadie puede ser privado de su propiedad sino en virtud de sentencia judicial, pero se admite la expropiación 
por causa de utilidad pública o de interés social, que será determinada en cada caso por ley. Esta garantizará el previo pago 
de una justa indemnización, establecida convencionalmente o por sentencia judicial, salvo los latifundios improductivos 
destinados a la reforma agraria, conforme con el procedimiento para las expropiaciones a establecerse por ley”.

9	 Código Procesal Civil, Libro IV “De los procedimientos especiales” Título VII “Del Desalojo”, artículos 621 al 634.
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Esta ley se convierte en herramienta eficaz para desplazar definitivamente a 
los pobladores y las pobladoras que históricamente han vivido en los bañados, 
territorios olvidados por los gobiernos e incluso por el empresariado durante 
décadas, al ser inundables en las crecidas del río paraguay. La expulsión de 
miles de familias ribereñas impulsada por la Municipalidad de Asunción y el 
gobierno a través del Ministerio de Obras Públicas, pretende construir nuevas 
avenidas, edificios turísticos, parques industriales y proyectos inmobiliarios 
para las clases altas, en las tierras revalorizadas de los bañados (Rojas, 2014).

Refugios que no son refugios

El MOPC es la institución a cargo de la construcción de los mal llamados refu-
gios en el terreno conocido comúnmente como ex Hierropar, para que los po-
bladores y las pobladoras vivan provisoriamente, hasta que la Senavitat reali-
ce la entrega definitiva de las viviendas donde serán reubicadas las familias. 
Se estima que estarían viviendo en los “refugios” por un plazo mínimo de dos 
años, sin que se haya establecido un plazo máximo, debiendo estas personas 
vivir con esa incertidumbre.

La tamaña desidia y el desinterés que demuestra el MOPC se ven reflejadas en 
la precaria construcción de los “refugios”: casitas de madera terciada, techos 
de chapa de zinc, baños tipo letrina, con un metro de profundidad y sin des-
agüe cloacal, conexiones eléctricas inexistentes o inseguras. 

Para cada familia se prevé una casita de una sola habitación. Son pequeñas 
en dimensión (4 x 3 metros aprox.) y muy bajas en altura (1.90 m aprox.). A 
lo sumo, ingresaría una sola persona con una cama. No hay espacios para 
roperos, ventiladores u otro tipo de muebles o artefactos. Los espacios entre 
casitas son de aproximadamente dos a tres metros, lo que limita la posibili-
dad de que los pobladores y las pobladoras realicen modificaciones o amplia-
ciones. Además se fomenta el hacinamiento, quienes habiten no únicamente 
tendrán la incomodidad de tener que compartir un espacio reducido, sino 
también será prácticamente imposible que el lugar posea las condiciones mí-
nimas de higiene, seguridad y un ambiente saludable.

Visiblemente se verá afectada la salud de las personas. El mismo refugio po-
dría constituir un caldo de cultivo para la proliferación de todo tipo de en-
fermedades. El hacinamiento genera un mayor estrés en las personas, lo que 
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podría derivar en conflictos de convivencia tales como violencia intrafami-
liar, abusos, etc., debido a que implica la presencia de un gran número de 
personas y de animales en un espacio ínfimo.

Cabe señalar que, en su gran mayoría, las casas originarias de las familias 
están construidas por materiales cocidos tales como ladrillos y tejas, con 
aberturas amplias. Muchos de estos núcleos familiares poseen comodidades 
como ventiladores de techo, varias habitaciones (con espacios diferenciados 
para los niños), electrodomésticos varios, espacios para estacionar vehículos, 
gallineros y otros. Una de las familias afectadas directas posee un negocio 
particular (almacén) con un local propio, con grandes refrigeradores que no 
cabrán en el refugio. 

Es lamentable que llamen “refugio” a una construcción que se encuentra ubi-
cada a 50 metros del río, en una zona muy propensa a las inundaciones, lo que 
conllevaría que las familias tengan que volver a buscar auxilio en las plazas o 
incluso en las calles.

El Estado debió construir estas casas provisorias con una visión de derechos, 
garantizando a las personas su calidad de vida, la protección de su seguridad 
y la de un ambiente saludable, tal y como lo consagra la Constitución Nacio-
nal. Los mismos debieron realizarse teniendo en cuenta las necesidades de 
cada familia, tales como sus ocupaciones, medios de subsistencia, problemas 
de salud, etc., y un censo previo bien organizado y aplicado, que permitiese 
precisar el número de personas que conforma cada familia, sin pretender que 
las mismas dejen sus casas de la noche a la mañana (que en su mayoría son de 
materiales resistentes, amplias y con servicios y medios para su subsistencia) 
para ir a un lugar que no reúne las condiciones mínimas para llevar una vida 
digna.

Bañado Norte: cuatro familias ya 
“enterradas” por la construcción 

A la fecha se encuentran prácticamente enterradas en la arena las familias 
de Rosa Ferreira (anciana de 70 años), Andrea Guadalupe Paniagua Rolón y 
Junior Vidal Castillo Duré (pareja joven de 21 y 23 años, respectivamente), 
Juan Gabriel Castillo Duré (joven mayor de edad, hermano de Junior, inde-
pendiente), y el matrimonio, con tres hijos varones, uno de 10 años, otro de 



306 ddhh py2017derechos económicos, sociales y culturales

7 años y el último de 1 año y medio, conformado por Lilian Mabel Brítez de 
36 años y Eugenio de Jesús Ortiz de 37 años, pobladores y pobladoras del 
Banco Norte San Miguel, asentados algunos de ellos por más de 40 años. Los 
mismos son afectados directos por la construcción de la Costanera Norte 
II. Sus casas se encuentran en medio de la enorme construcción, por lo que 
buscarles una solución inmediata debería ser la prioridad de las institucio-
nes. Estas cuatro familias serán desarraigadas, sus casas destruidas sin un 
mínimo respeto al esfuerzo y el sacrificio que le tomó a cada una de ellas 
levantar cada parte. 

Las instituciones públicas que deberían velar por los derechos de estas per-
sonas, las obligan y amedrentan con el avance de la construcción. Los ruidos 
insoportables y los temblores afectan los cimientos de las casas y la tranqui-
lidad de estas familias.

Rosa Ferreira, persona de avanzada edad con problemas cardíacos, se vio 
obligada a huir a la casa de una vecina, pues su humilde hogar se vio avasa-
llado por la enorme cantidad de arena que colocaron alrededor, convirtién-
dose en una trampa mortal que en cualquier momento podría enterrarla 
viva. En igual situación se encuentran las demás familias que hoy viven en 
zozobra y la incertidumbre de no saber a quién acudir, ya que las institucio-
nes involucradas (MOPC, Municipalidad de Asunción y Senavitat) deslin-
dan responsabilidades, culpándose unas a otras de esta situación, mientras 
las familias afectadas viven con una sensación de miedo, a la espera de un 
futuro mejor. 

Recomendaciones

•	 Derecho a la participación, la información, la consulta y el consentimiento 
previo: en materia de proyectos que afectan a grandes porciones pobla-
cionales, el Estado paraguayo deberá mejorar los procesos de toma de de-
cisiones, fundando las iniciativas legislativas en los consensos humanos 
necesarios, a fin de evitar grandes impactos que desprotegen y afectan 
gravemente a la ciudadanía paraguaya. 

•	 Se deberán adoptar medidas más específicas con respecto a los refugios 
para que los mismos respondan a las necesidades reales de las personas. 
También aquellas medidas tendientes a la realización de consultas previas, 
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libres e informadas, poniendo a disposición de la población mecanismos 
efectivos de transparencia de información respecto a los fondos disponi-
bles de los proyectos y sus programas de indemnización, lugares de reu-
bicación definitivos, planes de relocalización y uso de espacios públicos 
recuperados, etc. 

•	 Se debe mejorar el impacto humano que generan estos programas, la llegada 
efectiva de la acción estatal administrativa y los puntos de inflexión con 
los procesos comunitarios, atendiendo a que el conflicto de fondo es el ser 
humano y su relación con su territorio, donde se desarrolla su vida. 

•	 El Estado, desde su posición de garante, debe modificar la Ley Nº 5.389/15, 
introduciendo el derecho a una vivienda digna de las familias afectadas. 
Asimismo, deberá proveer de fondos suficientes al Plan Nacional de Dere-
chos Humanos, a fin de que el eje de vivienda y salud sean efectivos en la 
realidad para los y las bañadenses.

•	 El MOPC debe proveer información a la población actual y a la potencial 
afectada por el proyecto en curso de la construcción de la segunda fase de 
la costanera, y debe planificar conjuntamente con los y las bañadenses del 
norte la construcción de los refugios y las viviendas, acorde con las nece-
sidades reales de las familias que serán las usuarias y beneficiarias finales. 
La Municipalidad de Asunción, la Senavitat y el MOPC deben encargarse 
de coordinar las acciones pertinentes para garantizar el acceso a la vivien-
da digna de las familias del Bañado Norte.

•	 El Estado debe crear un mecanismo de trabajo con las familias del Baña-
do Sur, de modo a conocer y consultar, previo al inicio de los trabajos en 
el territorio, las necesidades reales de dichas familias, y priorizar en todo 
momento las necesidades de las personas antes que las que se relacionan 
exclusivamente con los intereses del MOPC y la Senavitat.

•	 La Defensoría del Pueblo debería accionar en los casos graves de desalojo 
de facto o jurídico por el avance de las obras que existen actualmente y que 
padecen las personas pobladoras del Bañado Norte.
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